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Embalse Zapallar y voluntad política
Si bien se mantuvo por largo tiempo 
en segundo plano y registraba 
escaso avance en sus estudios y 
permisos, de hecho, a fines del 
gobierno pasado se discutía si 
sería una obra concesionada; 
la voluntad de la ministra Jéssica 
López, de impulsar la iniciativa; y la 
decisión del Comité de Ministros de 
la CNR, de priorizarla y ejecutarla 
con recursos del estado, a través de la 
DOH; permitió agilizar los estudios, 
superar las barreras administrativas 
y destrabar su tramitación ambiental 
para, finalmente, obtener su 
aprobación en enero de 2024 luego de 
más de tres años de evaluación.

U
n hito fundamental para el embalse Zapallar 
se registró la semana pasada, con el llamado a 
precalificación internacional de las empresas 
interesadas en construir esta obra, mediante la 
publicación de las bases del Registro especial de 

contratistas por parte de la Dirección de Obras Hidráulicas 
(DOH) del Ministerio de Obras Públicas (MOP).

La apertura de este registro es un paso necesario de cara 
a la licitación del embalse, que debiera concretarse este año, 
pero también es una señal política, dado que la actual ad-
ministración se ha puesto entre sus metas dejar adjudicada 
la construcción del Zapallar, un legado que pocos gobiernos 
han podido dejar, que adquiere mayor valor en el escenario 
actual de cambio climático y menor disponibilidad de agua, 
y una demanda que crece año tras año.

Se trata de un viejo anhelo de los agricultores de la cuenca 
del Diguillín, pues constituye una obra pendiente del Canal 
Laja-Diguillín, cuya construcción concluyó en 2008. 

El proyecto considera la construcción de una presa de 100 
metros de altura en la zona alta del río Diguillín, 12 kilómetros 
aguas abajo de la confluencia con el río Renegado, en el límite 
de las comunas de Pinto y El Carmen.

El embalse tendrá una capacidad de almacenamiento 
de 80 millones de metros cúbicos (2,5 veces el embalse 
Coihueco) y regará 10 mil nuevas hectáreas que hoy son de 
secano, beneficiando a 2.335 predios de El Carmen y San 
Ignacio pertenecientes a 1.250 propietarios, principalmente 
pequeños, quienes, gracias al agua, podrán incorporar cultivos 
más rentables que los cereales, como frutales y hortalizas, 
lo que, sin duda, mejorará sus ingresos y su calidad de vida, 
creará empleos y oportunidades en el campo y contribuirá a 

la seguridad alimentaria del país. Además, tendrá un impacto 
general en la cuenca, al dar mayor seguridad de riego a otras 
44 mil hectáreas, lo que rentabilizará el suelo agrícola en un 
escenario marcado por la competencia de rubros no agrícolas, 
la falta de apoyo al agro y la migración rural.

El presupuesto estimado de la DOH asciende a US$ 170 
millones, que corresponde a la construcción del embalse y 
al canal matriz, que fueron las obras que incluyó el estudio 
de impacto ambiental (EIA) aprobado en 2024. Es decir, en 
ese valor no están consideradas las expropiaciones, así como 
tampoco la red de canales secundarios y ramales, que serán 
objeto de otro EIA. De esta forma, se estima que la inversión 
total en el proyecto, que será financiado directamente por 
el MOP, bordeará los US$350 millones.

Si bien el proyecto se mantuvo por largo tiempo en segundo 
plano y registraba escaso avance en sus estudios y permisos, 
de hecho, a fines del gobierno pasado se discutía si sería 
una obra concesionada o fiscal; la voluntad de la ministra 
de Obras Públicas, Jéssica López, de impulsar la iniciativa; 
y la decisión del Comité de Ministros de la CNR, en enero de 
2023, de priorizarla y ejecutarla directamente con recursos 
del estado, a través de la DOH; permitió agilizar los estudios, 
superar las barreras administrativas y destrabar su tramitación 
ambiental para, finalmente, obtener su aprobación en enero 
de 2024 luego de más de tres años de evaluación.

El ejemplo del Zapallar sobre lo fundamental que resulta 
la voluntad política en la concreción de un proyecto, aplica 
también para otras obras que siguen pendientes en la región, 
como el embalse La Punilla, la línea de transmisión Charrúa-
Chillán, la ruta costera Cobquecura-Dichato o el ensanche 
de la avenida Alonso de Ercilla, en la capital regional. 
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E
l aumento de incendios 
forestales ha reactivado 
el debate sobre la errónea 
concepción de los desastres 
como eventos “climáticos” 

o como el resultado de acciones indi-
viduales aisladas. Estas perspectivas 
simplifican los procesos de riesgo, 
omitiendo los factores sociohistó-
ricos que configuran escenarios de 
desastre. Además, refuerzan la idea 
de que estos eventos son imprevisibles 
e inevitables, cuando en realidad sus 
causas profundas pueden mitigarse 
con una gestión adecuada.

En un contexto de crisis climática, 
el aumento de temperaturas, las se-
quías y los cambios en los regímenes 
de precipitación crean condiciones 
propicias para incendios de alta seve-
ridad. Sin embargo, estos factores se 
combinan con dinámicas territoriales 
como la expansión urbana en zonas 
de interfaz, el modelo productivo 
forestal y la ocupación de suelo sin 
planificación ni regulación. La falta 
de normativas efectivas y una res-
puesta institucional centrada en la 
emergencia perpetúan este ciclo de 
vulnerabilidad. 

El terremoto y tsunami del 27F 

(re)evidenciaron que el impacto de 
los desastres no depende solo de 
su magnitud, sino también de la 
vulnerabilidad preexistente, el orde-
namiento territorial y la capacidad de 
respuesta. En el caso de los incendios 
forestales, la experiencia en Ñuble ha 
mostrado que la escasa preparación 
poblacional, la limitada gestión del 
combustible vegetal y la priorización 
de respuestas post-emergencia sobre 
estrategias de adaptación han agra-
vado sus efectos.

A pesar de la evidencia, persisten 
déficits en la integración de un enfoque 
proactivo de resiliencia comunita-
ria. La gobernanza del riesgo sigue 
fragmentada, con escasa articula-
ción entre actores locales, públicos, 
privados y la academia, además de 
una baja inversión en adaptación. La 
concentración de recursos en acciones 
post-desastre, aunque necesaria, no 
aborda las causas estructurales de la 
vulnerabilidad ni fortalece la capacidad 
de las comunidades para anticipar y 
gestionar estos eventos.

Transformar la gestión del riesgo 
requiere avanzar hacia una resiliencia 
efectiva, lo que implica implementar 
sistemas comunitarios de alerta 

temprana, fortalecer la educación 
en capacidades y consolidar redes de 
gobernanza interinstitucional. Sin 
embargo, estas estrategias solo serán 
efectivas si se enmarcan en políticas 
de reducción de vulnerabilidades 
estructurales, asegurando que la 
resiliencia no se limite a “adaptarse” a 
la incertidumbre ambiental, sino que 
impulse cambios transformativos en 
las desigualdades estructurales y en los 
modos de vida urbanos y rurales.

El 27F dejó claro que la reducción 
del riesgo no puede depender solo de 
infraestructuras físicas o medidas 
tecnocráticas, sino que debe integrar 
la dimensión psicosocial y territorial 
de la resiliencia comunitaria. La par-
ticipación activa de las comunidades 
y la incorporación del conocimiento 
local son claves para transitar de un 
enfoque reactivo a uno preventivo.

Hoy, Ñuble enfrenta el desafío de 
transformar la gestión del riesgo desde 
una lógica post-desastre hacia un 
modelo preventivo, con la resiliencia 
comunitaria como eje central. Como 
nos enseñó el 27F, los desastres no 
son naturales, sino consecuencia de 
nuestras decisiones… o de la falta 
de ellas.

@Gabriec19. Digamos las 
cosas como son… que este 
gobierno haya decretado 
estado de excepción y 
toque de queda, lo que 
implica sacar a los militares 
a la calle, es porque esto 
no es un simple apagón! 

@San1986del. Poquito 
más de 10 años estábamos 
toda mi familia en el auto 
escuchando la radio y 
cargando celulares. Quien 
diría que la vida nos 
volvería a traer al mismo 
lugar ajaja.

Michael Rocha. Culpan al 
Estado x #CorteDeLuz y es 
un problema que generan 
los privados, gozan del 
negocio cuando les 
rentabiliza y quieren que 
Estado se haga cargo de 
sus fracasos económicos. 

@ArcaelSantis. Me imagino 
que el @coord_electrico 
va a venir a seguir 
trapeando el deshielo del 
refrigerador y mañana va 
a reponer las compras del 
supermercado. 
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